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Introducción 



La doble imposición se presenta como un concepto impreciso, sin una delimitación legal general en el plano interno y que no goza de unos parámetros útiles que sirvan para limitarla. La evolución sufrida por el fenómeno de la doble imposición, tanto en el plano internacional, como en el plano interno, hace necesaria una revisión de tal concepto. La búsqueda de los parámetros jurídicos dentro de los cuales se pueda considerar legítimo o aceptable dicho fenómeno, hace necesaria la búsqueda de una concreción conceptual que resulte útil en tal sentido, para, a partir de la misma, poder redefinir los límites a las distintas formas de doble imposición. La redefinición de la doble imposición debe hacerse buscando una concreción útil de sus límites y alcance, que sirva para determinar cuándo es constitucional y cuándo acorde con los postulados del Derecho originario de la Unión Europea.

Bajo el concepto de doble imposición se ha venido contemplando un fenómeno que, en sus diversas manifestaciones, tradicionalmente se presenta esencialmente como algo ilegítimo o no deseable. Se trata de un fenómeno que normalmente se desea evitar, pero que, como tal, no encuentra una prohibición expresa en nuestro ordenamiento jurídico tributario de una forma generalizada en todas sus manifestaciones. Siendo un fenómeno provocado principalmente por las leyes tributarias, debería ser una norma de rango superior la que pudiese prohibirla y, como tal, en el plano interno, más allá de los textos internacionales, solo nos encontramos con la Constitución, en la que, expresamente, no se hace. Debería ser, en caso de considerarse amparable en aquella, una interpretación de los principios materiales de justicia tributaria consagrados en la misma y consolidada por el Tribunal Constitucional, la que, de considerarse oportuna y legítima, pudiese concretar la ilegitimidad del fenómeno.

Otra cosa es que, dentro del bloque de constitucionalidad, una ley orgánica prevista en la propia Constitución en algún ámbito competencial, evite o resuelva ciertos supuestos de doble imposición, como es el caso de la Ley Orgánica de financiación de las Comunidades Autónomas, en la colisión de los impuestos creados por los parlamentos autonómicos con los impuestos estatales y con los impuestos locales.

Pero una previsión en tal sentido no existe en relación a la colisión entre la imposición estatal y la imposición local.

Si de estas consideraciones en el plano interno, pasamos al de la doble imposición internacional, no encontramos ninguna norma de Derecho internacional general, es decir, ningún principio general de Derecho internacional ni ninguna costumbre internacional, que impida o prohíba el fenómeno de la doble imposición. Lo único que encontramos son normas de Derecho internacional convencional, normas contenidas en convenios internacionales, que impiden o limitan tal fenómeno. Suele tratarse en casi su práctica totalidad de los tradicionales convenios bilaterales para evitar la doble imposición en materia de imposición sobre la renta realizados siguiendo los parámetros del Modelo OCDE de convenio internacional para evitar la doble imposición en materia de impuestos sobre la renta y patrimonio y prevenir el fraude fiscal.

De otro lado, si, del plano del Derecho internacional convencional, pasamos al plano superior del Derecho de la Unión Europea, en materia tributaria nos encontramos con la paradoja de que las directivas aprobadas por las instituciones de esta al mismo tiempo evitan y provocan la doble imposición como tendremos ocasión de comprobar, con lo cual esto ya puede hacernos cuestionarnos si el concepto de doble imposición en sí mismo debe siempre afrontarse con una visión negativa o si también deben tomarse en consideración ciertos aspectos positivos o inevitables en relación al mismo.

Volviendo al plano interno, nuestro ordenamiento jurídico regula la confluencia entre los impuestos estatales y los impuestos autonómicos y la de estos últimos con los impuestos locales, estableciéndose en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas  (1)  los límites a ambos supuestos y las vías de posible coordinación y compensación en relación al segundo supuesto apuntado.

Ahora bien, en los supuestos de colisión entre los impuestos estatales y los impuestos locales no encontramos normas generales que resuelvan tales casos de colisión o de doble imposición, a diferencia de lo que sucede en relación a los impuestos autonómicos, creados por ley del correspondiente parlamento autonómico; en función del Poder Tributario de las Comunidades Autónomas, que les permite aprobar o crear sus propios tributos, dentro de los referidos parámetros, estos problemas se evitan o solucionan en atención a los citados límites establecidos en la LOFCA y concretados por la jurisprudencia constitucional, y por las vías de coordinación o compensación con las Haciendas locales que pueden darse.

Cuando se trata de la doble imposición entre un impuesto local y un impuesto estatal, nos encontramos con una colisión diferente a la que se da cuando interviene un impuesto propio de una Comunidad Autónoma. Ante una colisión provocada por un impuesto autonómico, nos encontramos con un posible supuesto de doble imposición creado por leyes de dos entes públicos distintos: una ley de un parlamento autonómico y otra ley estatal, ya regule esta última un impuesto propiamente estatal o un impuesto local, dado que este último, en función de la inexistencia de poder legislativo en las corporaciones locales y la reserva de ley en materia tributaria, debe ser creado por ley y dicha ley debe ser estatal. Además, interviniendo un impuesto autonómico, nos encontramos con la citada LOFCA, como ley orgánica que impide o regula dicha doble imposición.

Cuando colisionan un impuesto estatal y otro local, la situación es bien distinta. Es una ley estatal la que crea al impuesto estatal en colisión y es otra ley también estatal la que crea el impuesto local con el que colisionaría aquel otro. El Estado es el responsable de dicha doble imposición, creando los dos impuestos en conflicto, aunque uno de los mismos vaya destinado a la financiación local, por ello corresponde esencialmente al Estado dar solución a los problemas de doble imposición que el mismo crea.

Ahora bien, supuestos de doble imposición entre los impuestos estatales y los impuestos locales se pueden dar tanto en relación a los impuestos locales de establecimiento obligatorio  (2) , como en relación a los de establecimiento facultativo  (3) . Lo que sucede es que en relación a estos últimos se podría defender cierta responsabilidad de la corporación local en los supuestos de colisión provocados por los mismos, porque tratándose de impuestos de establecimiento facultativo cada municipio puede decidir si exigirlo o no en su término municipal, a diferencia de los de establecimiento obligatorio, que debe exigirlos necesariamente. Por ello, al describir ciertos supuestos de doble imposición que dejen en evidencia el problema expuesto, vamos a centrarnos en dos supuestos relativos a impuestos de exigencia obligatoria, como son los de la colisión del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y el Impuesto sobre Actividades Económicas con la imposición estatal sobre la renta.

Todo esto sin desconocer que también existen evidentes supuestos de colisión entre los impuestos locales de exigencia facultativa y los impuestos estatales, como es el ya tradicional entre la imposición estatal sobre la renta y el Impuesto municipal sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana  (4) , que se agravó con la supresión de la antigua deducción en cuota por tal concepto, con el paso de la Ley 18/1991 a la Ley 40/1998, antiguas leyes reguladoras del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas  (5) , supresión que se mantiene en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, actual Ley reguladora de este impuesto.

De todos modos, como hemos apuntado, el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana es un impuesto de establecimiento facultativo por los Ayuntamientos  (6) , lo cual aporta corresponsabilidad en tales supuestos de colisión a la corporación local, por lo que preferimos centrarnos en los apuntados supuestos de doble imposición provocada por el Impuesto sobre Bienes Inmuebles  (7)  y el Impuesto sobre Actividades Económicas  (8) , donde la exclusividad de la responsabilidad estatal es más evidente, dado que se trata, como hemos visto, de impuestos de exigencia obligatoria en todos los municipios.

Dentro de los impuestos locales de exigencia obligatoria por los municipios se encuentra también el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, pero actualmente, dado que este impuesto local grava la titularidad de los referidos vehículos, no encontramos un claro supuesto de doble imposición entre el mismo y los impuestos estatales. Aunque de titularidad estatal, si bien cedido a las Comunidades Autónomas, el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte recae sobre el consumo de estos, mientras que el apuntado impuesto local toma en consideración su titularidad, es decir, los grava en cuanto elementos patrimoniales. De esta forma, estaríamos ante dos índices distintos de capacidad económica, consumo (en el referido impuesto estatal) y patrimonio (en el referido impuesto local), con lo que no podríamos hablar de doble imposición en sentido estricto en este supuesto, si bien es obvio que ambos impuestos afectan a los vehículos, pero desde perspectivas muy distintas. Por ello, dentro de los impuestos de exigencia obligatoria por los municipios nos debemos centrar en la problemática ocasionada por el IAE y por el IBI.

Así, el problema analizado, en cuanto de responsabilidad esencialmente estatal, aparece residenciado en los impuestos locales de exigencia obligatoria, los cuales van a marcar nuestro análisis, dado que en los impuestos locales de establecimiento facultativo pasa a primer plano la responsabilidad de la corporación local que lo exija.

Pues bien, en este tema que vamos a analizar, la solución sólo puede estar en su misma causa: la ley estatal. Esto viene a reafirmarse con la Sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010, de 28 de junio, sobre la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

En el apartado 2 del art. 218 de esta ley se dispuso originariamente que «La Generalitat tiene competencia, en el marco establecido por la Constitución y la normativa del Estado, en materia de financiación local. Esta competencia puede incluir la capacidad legislativa para establecer y regular los tributos propios de los gobiernos locales e incluye la capacidad para fijar los criterios de distribución de las participaciones a cargo del presupuesto de la Generalitat».

En el fundamento jurídico 140 de la citada sentencia, el Tribunal Constitucional ha declarado que «según resulta de los arts. 31.3 y 133.1 y 2 CE, la creación de los tributos locales ha de operarse a través del legislador estatal, "cuya intervención reclaman los apartados 1 y 2 del art. 133 de la Constitución", potestad normativa que tiene su anclaje constitucional "en la competencia exclusiva sobre Hacienda General (art. 149.1.14 CE), debiendo entenderse vedada, por ello, la intervención de las Comunidades Autónomas en este concreto ámbito normativo" (STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 22). Se trata, en suma, de una potestad exclusiva y excluyente del Estado que no permite intervención autonómica en la creación y regulación de los tributos propios de las entidades locales». De esta forma, en el último párrafo del referido fundamento jurídico se concluye que «En consecuencia, ha de declararse inconstitucional y nulo el inciso "puede incluir la capacidad legislativa para establecer y regular los tributos propios de los gobiernos locales e" del art. 218.2 EAC», tal y como se refleja obviamente también en el fallo de la mencionada sentencia.






	 (1) 

	Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre (en adelante LOFCA), modificada por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre; en concreto, entre las cuestiones afectadas por tal modificación, se encuentra la colisión entre los impuestos autonómicos y los impuestos locales, dentro del art. 6 de aquélla.
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	 (2) 

	Impuesto sobre Actividades Económicas, Impuesto sobre Bienes Inmuebles e Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.
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	 (3) 

	Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana e Impuesto sobre Gastos Suntuarios en la modalidad de aprovechamientos privados de cotos de caza y pesca.
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	 (4) 

	Sobre este tema puede verse Chica Palomo, M. D., La doble imposición entre los impuestos de índole estatal y local, Servicio de Publicaciones de la Universidad de Jaén, 2008, págs. 168 a 177.
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	En adelante IRPF.
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	Aunque de amplísima y tradicional aplicación en la inmensa mayoría de los municipios.


	 Ver Texto 
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	En adelante IBI.
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	En adelante IAE.


	 Ver Texto 








Delimitación y perspectivas del fenómeno de la doble imposición 



I.  EL CONCEPTO DE DOBLE IMPOSICIÓN

Con el concepto de doble imposición queremos hacer referencia al fenómeno que se produce como consecuencia de que sobre una misma manifestación de riqueza incidan diversos impuestos en un mismo período impositivo o ante un mismo evento. Normalmente la doctrina para referirse a este fenómeno habla simplemente, como hemos hecho, de «doble imposición» y no de plurimposición  (1) . Pero se puede usar también el término plurimposición, ante la posibilidad de que en relación a un problema de este tipo podamos encontrarnos en algunos casos con la incidencia de más de dos impuestos. Obviamente, esto no quita que sea totalmente correcto, a nuestro entender, hablar de doble imposición cuando sean solo dos los impuestos que inciden.

El fenómeno que intentamos estudiar no se mueve solo en sede de hecho imponible, sino que se desarrolla en base a la consideración del objeto del tributo  (2) . Mientras el hecho imponible se presentaría como el acto o situación cuya realización determina el nacimiento de la obligación tributaria, el objeto del tributo representa la manifestación de riqueza sometida a gravamen. Nosotros, bajo la denominación de doble imposición, incluimos la incidencia de dos impuestos sobre una misma manifestación de riqueza o, en su caso, sobre manifestaciones de riqueza íntimamente vinculadas, en cuanto relativas a una misma actividad o situación económica.

Si al dar contenido al concepto de doble imposición fuésemos excesivamente estrictos, restringiendo este solo a los casos en que dos impuestos actuasen sobre un mismo hecho imponible, o sea, que la realización de un mismo hecho imponible diese lugar a obligaciones tributarias por dos impuestos distintos, desembocaríamos en un concepto inútil en el análisis científico de la realidad jurídico-tributaria. Al actuar de una forma tan estricta, nos veríamos obligados a ceñirnos a una disección precisa del hecho imponible en todos sus componentes. Siguiendo a Sáinz de Bujanda (3) , dentro del hecho imponible se puede distinguir entre un elemento objetivo y un elemento subjetivo. Y dentro del elemento objetivo habría que distinguir entre un aspecto material, un aspecto espacial, un aspecto temporal y un aspecto cuantitativo. Si para estar ante un caso de doble imposición exigiésemos la presencia de dos impuestos con un mismo hecho imponible, necesitaríamos estar ante dos impuestos en los que coincidan todos los elementos y aspectos mencionados. Y la existencia de dos impuestos con todos esos elementos y aspectos de sus hechos imponibles coincidentes, vendría a suponer la existencia de dos impuestos en la práctica idénticos.

Si el sujeto activo y el sujeto pasivo fuesen los mismos, si la situación que determina el nacimiento de la obligación tributaria es la misma, si el ámbito de aplicación territorial es el mismo, si el devengo o el período impositivo se dan de la misma forma, si el hecho imponible se mide cuantitativamente de la misma manera, o sea, si la base se calcula de la misma forma, en definitiva, si todos estos elementos y aspectos son lo mismo en dos impuestos, esos dos impuestos, aunque tuviesen una denominación distinta, en la práctica serían lo mismo. Y no tiene sentido que en un ordenamiento tributario existan dos impuestos iguales. Sería algo inútil, pues para conseguir el mismo resultado bastaría con aumentar el tipo de gravamen en uno de ellos, ahorrándose así el coste de recaudación del otro. Algo debe cambiar siempre: por ejemplo el sujeto activo, la forma de cuantificar la base o su ámbito de aplicación territorial, siendo, por lo menos, el de uno más amplio que el del otro, comprendiendo aquel a este. De no ser así, la existencia de dos impuestos con hechos imponibles idénticos implicaría la existencia de dos impuestos en la práctica iguales, algo ilógico y que no encontramos en nuestro actual sistema tributario.

Cosa distinta es que, sin ser demasiado estrictos, buscando agilidad y facilidad de comprensión en la exposición, digamos que dos impuestos recaen sobre un mismo hecho imponible, porque simplemente coincidan, al menos parcialmente, los aspectos materiales del elemento objetivo de los hechos imponibles de los dos impuestos, resaltando la existencia de un caso de doble imposición, aunque no coincidan los restantes elementos y aspectos de sus hechos imponibles. Esto último sí lo vemos viable en análisis doctrinales de la realidad tributaria. Piénsese, por ejemplo, en la doble imposición que, en este último sentido, se podría reconocer entre el IRPF y el Impuesto municipal sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

Pero aun así, desde esta última perspectiva más amplia, si los aspectos materiales del elemento objetivo de los hechos imponibles de dos impuestos son similares, es muy probable que el objeto de gravamen de ambos impuestos sea casi el mismo, lo cual volvería a reconducir el tema de la doble imposición desde el ámbito del hecho imponible al del objeto de gravamen.

Una distinción de conceptos que se sitúa en la base de esta problemática la encontramos en Sáinz de Bujanda, quien señalaba lo siguiente: «El objeto del hecho imponible es una expresión equivalente a la de presupuesto objetivo de la obligación tributaria, es decir, la situación de hecho -eliminado su aspecto subjetivo, que forma parte del presupuesto de hecho, considerado en su totalidad, pero no, como es obvio, de su elemento objetivo- que hace nacer la obligación tributaria; el objeto del tributo es la manifestación de la realidad económica -v. gr.: la renta, cuando se obtiene o cuando se gasta-, que se somete a imposición; la riqueza imponible son los bienes, rentas, patrimonios, u otros objetos materiales o ideales, intrínsecamente considerados -abstracción hecha, por tanto, de la forma en que se manifiestan, que es el objeto del tributo- que forman parte del presupuesto objetivo de la obligación; los bienes gravados no son, en fin, sino una especie de riqueza imponible»  (4) .

Más concretamente Ferreiro distingue entre «objeto material» y «objeto-fin» del tributo, refiriéndose el primero a la riqueza efectivamente gravada por cada tributo, mientras el segundo consiste en la riqueza que se quiere gravar, entendida como fin o fines del tributo  (5) .

En modo alguno debemos afrontar esta diferenciación entre objeto material y objeto fin del tributo entendiendo que son dos manifestaciones de riqueza distintas las que grava al mismo tiempo un solo impuesto. Cada impuesto solo grava realmente una manifestación de riqueza, pero en ocasiones se plantea el problema de determinar cuál sea esta.

En ocasiones para determinar qué es lo que realmente grava un impuesto debemos fijarnos, más que en la apariencia del tenor literal de la Ley que lo regula al describir su hecho imponible o su objeto de gravamen, en la forma de cuantificarse su base imponible. En ocasiones será esto último lo que determine qué manifestación de riqueza se está gravando realmente.

Esto sin perjuicio de impuestos donde existe una traslación jurídica de la carga tributaria o de impuestos en los que, al menos, se propicia una traslación económica de la misma. impuestos que, aun gravando por ejemplo un acto de tráfico de bienes o una transmisión, a través de los mecanismos descritos lo que consiguen es recaer realmente sobre el consumo.

Pues bien, nos encontramos ante una serie de casos en los que esa diferenciación entre objeto material y objeto fin, lejos de indicar que realmente se gravan dos manifestaciones de riqueza distintas, a nuestro entender sirve, al menos desde una perspectiva didáctica, para determinar lo que realmente se está sometiendo a imposición.

En la delimitación de los conceptos en análisis, en la interpretación del art. 6 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, el Tribunal Constitucional ha señalado: «Por materia imponible u objeto del tributo debe entenderse toda fuente de riqueza, renta o cualquier otro elemento de la actividad económica que el legislador decida someter a imposición, realidad que pertenece al plano de lo fáctico. Por el contrario, el hecho imponible es un concepto estrictamente jurídico que, en atención a determinadas circunstancias, la Ley fija en cada caso "para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria", según reza el art. 28 de la vigente Ley General Tributaria»  (6) .

Ha destacado Ferreiro que «la riqueza que se quiere gravar puede no estar incorporada a las normas que regulan el tributo. Puede, por tanto, desde luego, no estar incorporada a la norma que define su hecho imponible». Añade que «la riqueza que se quiere gravar pertenece así al mundo de los fines del legislador y puede no estar expresamente indicada en las normas que regulan el tributo». Pero, de otro lado, señala este autor que «en cambio, la riqueza gravada por el tributo sí ha de estar incorporada a la normativa del tributo y precisamente, es obvio, a la norma que define el hecho imponible»  (7) . Por otra parte, señalaba Albiñana que «el ordenamiento jurídico de cada impuesto no debe silenciar la capacidad económica que fundamenta su establecimiento o su subsistencia. El objeto imponible es la definición legal de la capacidad económica a gravar, y de aquí que deba estar presente en su ley reguladora si la capacidad económica, como parece obvio, es nervio y aliento del impuesto justo»  (8) .

Si tomamos como ejemplo el art. 1 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, en el mismo se señala que este impuesto es un tributo que «recae sobre el consumo», aunque sean otras las operaciones gravadas. El gravamen de la manifestación de riqueza que supone el consumo sería el objeto-fin del tributo, pues, independientemente de que se grave el tráfico de bienes y servicios, el mecanismo de la repercusión del Impuesto sobre el Valor Añadido hace que este impuesto incida sobre el consumo de los mismos. Así pues, en relación a este impuesto, el objeto-fin del tributo encontraría incluso un reflejo expreso en la letra de la Ley. Y aunque no existiese tal referencia expresa, el mecanismo de aplicación del impuesto dejaría ver la verdadera finalidad del mismo.

De todas las consideraciones efectuadas se desprende que el objeto del tributo se mueve en el plano jurídico, pues tanto la riqueza efectivamente gravada, como la que se encuentra en la intención última del legislador, encuentran un reflejo en la ley, si no expresamente en ocasiones, sí al menos deducible del análisis de la misma. Por ello vemos poco afortunada la referencia que hemos recogido del Tribunal Constitucional al «objeto del tributo» como «realidad que pertenece al plano de lo fáctico», sobre todo si se tiene en cuenta que seguidamente afirma que «por el contrario, el hecho imponible es un concepto estrictamente jurídico».

En relación a un mismo objeto impositivo o riqueza gravada el legislador tributario puede tomar en consideración distintas circunstancias o situaciones que delimiten distintos hechos imponibles. Esto puede determinar que distintos hechos imponibles produzcan una doble imposición o plurimposición en relación a un mismo objeto impositivo o manifestación de riqueza gravada.

Con respecto al fenómeno de la plurimposición, hablaba Einaudi (9)  de «el mito de los dobles de impuesto» (il mito dei doppi d imposta). Señalaba que la doble imposición, después de la de los fantasmas, se presenta como «otra obsesionante aparición propia de la escena financiera. Tan obsesionante, que los más la ven donde ella en realidad no existe». Se planteaba este autor -a la luz del ordenamiento tributario italiano en su tiempo- si sea quizás una doble imposición el estar obligados a pagar al Erario del Estado primero el impuesto sobre los terrenos y después el impuesto complementario sobre la renta, y después incluso los gravámenes sobre los bienes de consumo adquiridos con la misma renta. A tal interrogante respondía negativamente, señalando que el legislador puede recaudar una determinada cantidad de un solo golpe o dividir su pago en varias cuotas, llamando a una impuesto sobre la renta de los terrenos, a la otra impuesto complementario sobre la renta y a la tercera, o a un conjunto de terceras, impuestos sobre los diversos bienes de consumo. Destacaba este autor que aquí no existe una doble imposición, sino un mero fraccionamiento entre varios títulos impositivos de una sola carga impositiva, fraccionamiento querido por comodidad de la Hacienda Pública y por un más fácil aliciente a pagar para el contribuyente.

Añadía Einaudi que no es, igualmente, un caso de doble imposición «el pagar, por el mismo título, por ejemplo de posesión de terrenos, impuestos al Estado, a la provincia, al municipio, al consorcio de regadíos o de carreteras, a la asociación sindical, al instituto de aseguración por los infortunios agrícolas, etc., etc.». Este autor al respecto señalaba: «¿Es quizás un doppio proveer, con la misma renta, a los servicios recibidos del panadero, del carnicero, del sastre, del zapatero, del encargado de la casa y así indefinidamente? Por la misma razón, no es un doppio proveer a pagar, con aquella única renta, con la cual se adquieren a decenas o a centenares los deseados bienes privados, también los distintos servicios de las categorías de entes públicos, los cuales tienen poder impositivo. El Estado provee a las vías de gran comunicación; la provincia a las que afectan a varios municipios, el municipio a las propias de su territorio, el consorcio a la pequeña carretera vecinal. ¿Por qué no se debería tributar a los cuatro entes?».

Explicando en qué consistía verdadera y solamente la doble imposición para él, Einaudi señalaba: «El doppio no surge cuando se paga dos veces sobre la misma renta, o a dos entes distintos. Aquí, quizás, existe el troppo (demasiado). El doppio surge cuando le mort saisit le vif, cuando la forme prime le fond, cuando la lógica formal se sobrepone a la lógica sustancial, cuando el legislador se deja arrastrar por la lógica aparente de una definición, de un sistema, de un instrumento a imaginar la existencia de algo que no existe en la realidad o, si existe, tiene dimensiones menores que las imaginadas. El troppo puede ser impuesto por la necesidad y ser consciente y razonadamente querido. El doppio es hijo del error. También el error puede ser querido; pero es querido hasta que no se descubre que es un error». Añadía este autor que «quizás, en vez de doppio d imposta, se podría hablar de un incongruo od illogico d imposta; pero el uso de la palabra "doppio" es también apropiado porque ayuda a hacer ver que en la base del error está un juego visivo por el que la misma renta, la misma cosa, cambiada de aspecto, aparece ante los ojos del legislador dos o más veces, haciéndole cambiar un fantasma jurídico por una realidad sustancial». Señalaba Einaudi que a veces la doble imposición es «grosera» y a todos aparente, siendo otras veces sutil y estando escondida. Destacaba este autor que quizás la doble imposición más grosera es la de la reaparición de la misma renta primero bajo la especie de renta de una sociedad mercantil y después de renta de los accionistas de la misma sociedad.

La delimitación del concepto de doble imposición que hacía Einaudi no nos sirve para abarcar la complejidad del fenómeno que intentamos estudiar. Las delimitaciones conceptuales de este autor se movían en un ámbito más reducido de lo que hemos expuesto y presentaremos en las páginas posteriores como doble imposición.

Recapitulando hasta aquí, podríamos decir, pues, que el fenómeno de la doble imposición o plurimposición vendría ocasionado principalmente por la configuración de una pluralidad de hechos imponibles sobre un mismo objeto de gravamen.

El fenómeno de la plurimposición se presenta en ciertos casos como inevitable, pero no debería sobrepasar ciertos límites. Las manifestaciones de riqueza u objetos de gravamen imaginables, aunque se especifiquen desde distintas perspectivas, en principio son limitados. Y para contemplar la capacidad económica global de un sujeto y conseguir que cobre actuación práctica la autonomía financiera de entes menores al Estado en su dimensión de entes con Poder Tributario, se presenta como necesario e inevitable y, en algún caso, a lo mejor hasta conveniente  (10) , que un mismo objeto de gravamen o manifestación de riqueza sirva para estructurar, desde distintas perspectivas, una diversidad de hechos imponibles, provocando situaciones de sujeción a varios impuestos. Lo que no se puede permitir es que se produzca una acumulación de impuestos, de tal forma estructurados individualmente y en su globalidad, que pueda llegar a extremos confiscatorios.

Existen tres-cuatro índices generales de capacidad económica: la renta, el patrimonio, el consumo y el tráfico de bienes. Un sistema impositivo podría imaginarse en base a solo cuatro impuestos generales: uno sobre la renta, otro sobre el patrimonio, otro sobre el consumo y otro sobre el tráfico de bienes (y esto sin perjuicio de los problemas que puede presentar la delimitación entre las ideas de consumo y tráfico de bienes, en cuanto realidades vinculadas entre sí). Si solo existiesen esos cuatro impuestos en un sistema tributario no se darían, en principio, en sentido estricto, problemas de doble imposición o plurimposición interna. Pero también es posible que las finalidades, objetivos y funciones a que debe dar cumplimiento la mecánica de un sistema impositivo moderno, no encontrasen su mejor forma de actuación en un sistema que solo se compusiese de esos cuatro impuestos. Es por ello por lo que veríamos como necesario el fenómeno de la doble imposición, siempre y cuando no se sobrepasen ciertos límites racionales, jurídicos y económicos, de los que los Estados contemporáneos frecuentemente prescinden.

II.  TIPOS DE DOBLE IMPOSICIÓN

1.  Doble imposición interna y doble imposición internacional

Tradicionalmente se distingue entre doble imposición interna y doble imposición internacional  (11) . La doble imposición interna se daría en aquellos supuestos ocasionados por la incidencia del Poder Tributario estatal o por la de los Poderes Tributarios de entes integrados en el territorio del Estado, pero de menor dimensión que este, como, por ejemplo, Comunidades Autónomas o municipios. Serán los impuestos de entes integrados dentro de un único territorio estatal los que pueden producir una doble imposición interna. En los casos de los Estados federales los problemas ocasionados en esta materia por los tributos de los Estados que integran la federación de Estados entre sí o por los de uno de estos en su confluencia con impuestos de la federación serán problemas de doble imposición interna  (12) . Piénsese en que, en los supuestos de Estados federales, cada uno de los Estados que componen la federación no se rige en sus relaciones con esta y con los demás Estados integrantes de la misma revestido de soberanía internacional. Es la federación de Estados la que aparece dotada de soberanía internacional frente a Estados extranjeros, o sea, ante Estados no integrados en la federación.

La doble imposición internacional se daría en aquellos casos en que confluye el Poder Tributario de un Estado -o de alguno de los entes integrados en su estructura territorial- con el Poder Tributario de otro Estado -o de alguno de sus mencionados entes de dimensión menor- o con el Poder Tributario de una organización internacional. Además de los casos tradicionalmente estudiados por la doctrina de doble imposición internacional ocasionada por la incidencia sobre una misma manifestación de riqueza de los impuestos de dos Estados distintos, se deberían tener en cuenta así también los posibles problemas ocasionados por la confluencia del Poder Tributario de las organizaciones internacionales con el Poder Tributario de los Estados.

Las organizaciones internacionales suelen ser titulares de un impuesto sobre los sueldos, salarios y emolumentos de sus funcionarios y agentes. Para evitar la doble imposición efectiva entre estos impuestos y los impuestos que en los Estados miembros de la correspondiente organización internacional gravarían la renta de tales funcionarios y agentes, a través de convenios internacionales normalmente se establece la exención en los impuestos de los Estados miembros de los rendimientos satisfechos a sus funcionarios y agentes por la organización y gravados por esta.

Pero la Unión Europea nos muestra cómo el Poder Tributario de las organizaciones internacionales no tiene porqué reducirse al mencionado impuesto sobre los salarios de sus funcionarios y agentes, al ser titular también de otros recursos propios de naturaleza tributaria -como los derechos de aduana-, que podrían en teoría ocasionar -y en la práctica ocasionan- casos de doble imposición con tributos de los Estados miembros, supuestos que habría que calificar de doble imposición internacional. No serían, sin embargo, supuestos de doble imposición internacional los ocasionados por la confluencia, dentro de un mismo Estado, de impuestos armonizados por la Unión Europea, pero de titularidad estatal, con otros impuestos también estatales, hayan sido o no objeto de armonización fiscal. De esta forma, por ejemplo, calificaríamos de doble imposición internacional la confluencia de los derechos de aduana con el Impuesto sobre el Valor Añadido y de doble imposición interna la confluencia de este último con los impuestos especiales.

Existen supuestos concretos, casos económicos individualizables, que pueden hacer surgir al mismo tiempo problemas de doble imposición interna y de doble imposición internacional. Se trataría de realidades económicas únicas a las que se vincularían estructuras de doble imposición interna e internacional, pero pudiéndose distinguir en la teoría y en la práctica los problemas relativos a uno y otro tipo de doble imposición.

Pues bien, la doble imposición entre el IAE y los impuestos estatales sobre la renta, de la que nos vamos a ocupar en este trabajo, constituye un supuesto de doble imposición interna, sin perjuicio de las consideraciones que realizaremos más adelante desde la perspectiva de una posible problemática internacional.

2.  La distinción entre doble imposición material y doble imposición formal

Siguiendo a Fasolis (13) , se puede distinguir entre doble imposición material y doble imposición formal. Señalaba este autor que la doble imposición material no se presenta como expresamente deseada en un sistema fiscal que se inspire en una justa y general repartición de las cargas tributarias, mientras que la doble imposición formal se presenta como querida y deseada por el legislador. Destaca que la doble imposición formal no constituye propiamente algo injusto, sino más bien un medio de técnica fiscal para obtener un mayor agravio del sujeto pasivo en función de su mayor capacidad contributiva o bien para intentar luchar contra la excesiva disparidad de las riquezas. La doble imposición formal tendría así un doble objetivo, uno propiamente financiero y de justicia tributaria y otro socio-económico.

Si tuviésemos que trasladar esta clasificación conceptual de Fasolis a nuestro actual ordenamiento jurídico-tributario, nos encontraríamos con que, para gravar en mayor medida una superior capacidad contributiva, el método elegido por el legislador tributario no suele ser (o no debería ser en principio) el de superponer figuras tributarias, sino el de hacer progresivos los tipos de gravamen. De todas formas, alguna diferenciación entre distintos tipos de contribuyentes a través de una cierta superposición de figuras impositivas sí ha existido hasta no hace relativamente demasiado tiempo en nuestro sistema tributario. Piénsese, por ejemplo, en cierta medida y con las correspondientes matizaciones, en la confluencia que puede existir entre el IRPF y el Impuesto sobre el Patrimonio.

Si un sujeto vive de su trabajo, por obtener las rentas derivadas del mismo tributará en el IRPF. Ahora bien, si otro sujeto, con el mismo nivel de renta que el anterior, obtiene tales rentas del capital, no solo tendría que tributar por las mismas en el IRPF, sino que, además, por la titularidad del citado capital, puede que tenga que tributar en el Impuesto sobre el Patrimonio. Ya sea porque se quiera reconocer un mayor nivel de capacidad económica por el hecho de ser titular de un capital, dado que el mismo mañana puede seguir existiendo aunque una persona podría perder su capacidad de trabajo (aunque un capital también puede desaparecer y la pérdida de la fuerza de trabajo reemplazarse por el derecho a una pensión), ya sea porque la distinta condición de trabajador o «capitalista» puedan merecer en un determinado momento una diferente contemplación desde los esquemas de justicia tributaria imperantes en la comunidad socio-jurídica, lo claro es que los dos tipos de contribuyentes, trabajador y capitalista -aunque en la práctica social esta diferenciación entre sujetos no se encuentre ya tan polarizada y cada vez sea más frecuente que se mezclen las figuras aunque solo sea por los ahorros de los trabajadores-, podrían encontrar una diferenciación de trato ante la posibilidad de tener que hacer frente el segundo, en principio, al pago del Impuesto sobre el Patrimonio.

De otro lado, buscando también ejemplos de casos que pudieran reconducirse, dentro de nuestro ordenamiento jurídico-tributario al concepto apuntado por Fasolis de doble imposición formal, podríamos detenernos en el caso de los impuestos propios que ciertas Comunidades Autónomas crearon sobre la titularidad de tierras infrautilizadas. Aquí estaba clara la vocación extrafiscal de estos impuestos, tendentes a buscar una producción de la tierra en zonas donde, además, el paro agrícola era alto. Lo que sucedía es que estos impuestos, aunque extrafiscales, no eran ajenos al principio de capacidad económica o a la mayor capacidad económica de sus sujetos pasivos, desde el punto y hora en que el ser propietario de tierra rústica y no utilizarla demostraría capacidad económica en el sentido de no tener necesidad de utilizar la tierra que se tiene. O sea, sujetos que, dada su riqueza, no se verían necesitados ni siquiera de explotar la tierra de que son titulares. Desde esta perspectiva, dado que el titular de esas tierras habría tenido que tributar por tal titularidad también, en principio, por el Impuesto sobre el Patrimonio y por el IBI, se podría reconocer una plurimposición que intentaba gravar en mayor medida a un sujeto en función de la mayor capacidad económica que tuviese.

Pero nosotros, intentando darle un mayor alcance práctico al concepto de doble imposición formal y, así, a la distinción entre doble imposición material y formal, extenderíamos también esta última a aquellos casos en que la doble imposición aparece provocada por un impuesto extrafiscal. De tal forma que la superposición de un impuesto con otro se deba, no necesariamente a la contemplación de una mayor capacidad contributiva, sino a la consecución de cualquier finalidad amparada constitucionalmente, como pueden ser ciertos objetivos extrafiscales.

Por tanto, propondríamos mantener esta distinción, dándole un mayor alcance práctico, siguiendo hablando de doble imposición material para aquellos casos de acumulación de gravámenes que pudiesen resultar contrarios a los principios de justicia tributaria o, al menos, a una construcción racional del sistema tributario, pero hablando de doble imposición formal también cuando la superposición de figuras tributarias es utilizada activamente por el legislador tributario para conseguir una finalidad amparada constitucionalmente, como puede ser un objetivo extrafiscal.

Piénsese, en este sentido, pudiendo calificarse de casos de doble imposición formal, en la confluencia del Impuesto sobre el Valor Añadido con los impuestos especiales, en cuanto impuestos que gravan consumos de productos específicos que pueden tener efectos nocivos para la sociedad o que implican unos elevados costes sociales, intentando conseguir, con la más elevada presión fiscal que en tales casos estos impuestos provocan, reducir los citados consumos.

Con la reforma que se produjo del IAE, habríamos pasado a encontrarnos en nuestro ordenamiento tributario con un caso de doble imposición formal, incluso en el sentido en el que la entendía Fasolis, es decir, como un supuesto querido y deseado por el legislador para conseguir una mayor presión fiscal sobre el sujeto pasivo. De esta forma, la doble imposición entre el IAE y el Impuesto sobre Sociedades o entre el IAE y el Impuesto sobre la Renta de No Residentes se podría calificar de formal. Con ella se grava en mayor medida a las entidades que superan una determinada cifra de negocios, frente a las entidades que no la superen o frente a las personas físicas que, como veremos, no van a tributar ya por el IAE, al darse una exención para las mismas. Así pues, en tales casos de exención en el IAE no se daría ya una doble imposición con el correspondiente impuesto sobre la renta.

3.  Doble imposición originada por la confluencia de dos Poderes Tributarios distintos y doble imposición que encuentra su base en un único Poder Tributario

Nuestro Estado es de estructura territorial compleja. La parte orgánica de nuestra Constitución de 1978 se ocupa de la delimitación e interrelación de los poderes de los distintos entes públicos del territorio nacional. Dispone el art. 137 de nuestra Constitución que «el Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas Entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses». Entre los poderes de estos entes destaca como esencial su Poder Tributario.

Nuestra Constitución nos presenta una estructura territorial descentralizada, donde tanto el Estado como las Comunidades Autónomas y las corporaciones locales son titulares de un Poder Tributario para poder hacer frente a su autonomía financiera. En un Estado centralizado se puede entender que el Poder Tributario del Estado sea «originario» y el de los otros entes territoriales menores al mismo «derivado» de aquel. Pero no sucede así en un Estado descentralizado como el nuestro. Por ello, cuando nuestra Constitución dispone en su art. 133.1 que «la potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley», esta referencia a la «potestad originaria» del Estado en materia tributaria no puede ser entendida en el sentido de que el Estado sea el origen del Poder Tributario de los otros entes territoriales, dado que el apartado 2 del mismo art. 133 de la Constitución dispone que «las Comunidades Autónomas y las corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes». Se presenta así la Constitución como el fundamento jurídico no solo del Poder Tributario del Estado, sino también del Poder Tributario de estos otros entes. Ha sido el pueblo el que a través de la Constitución ha concedido Poder Tributario a las Comunidades Autónomas y a las corporaciones locales y no el Estado a través de la Ley.

La expresión «potestad originaria» referida en este contexto al Estado solo puede identificarse así con que la Constitución es el único límite jurídico al Poder Tributario del Estado -dejando ahora al margen de nuestras consideraciones las implicaciones en materia tributaria del Derecho de la Unión Europea, que de todas formas encuentran anclaje en nuestra Constitución en su art. 93-, mientras que el Poder Tributario de las Comunidades Autónomas y el de las corporaciones locales puede verse limitado o regulado por la ley estatal, pero solo en cuanto lo permita la Constitución  (14) .

El art. 31.3 de nuestra Constitución dispone que «solo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la Ley». En materia tributaria rige el principio de legalidad y, su especificación, el principio de reserva de ley. No puede crearse un tributo si no es a través de una ley. Las Comunidades Autónomas poseen capacidad legislativa dentro del ámbito de sus competencias. Así, en tal ámbito y respetando los límites establecidos por la Constitución, pueden crear tributos a través de las leyes de sus propios Parlamentos autonómicos. Debemos recordar que las leyes autonómicas no se encontrarán con respecto a las estatales en una relación de jerarquía, sino de competencia, debiendo moverse unas y otras en sus respectivos ámbitos competenciales delimitados por la Constitución y los Estatutos de Autonomía.

Distinta es la situación de las corporaciones locales, las cuales no pueden crear leyes y, por lo tanto, tampoco leyes tributarias. El establecimiento de un tributo y la regulación de sus elementos esenciales solo puede producirse mediante ley. Y dado que, como acabamos de señalar, las corporaciones locales no poseen capacidad legislativa, estas no podrán crear leyes tributarias.

El art. 142 de nuestra Constitución dispone que «las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la Ley atribuye a las corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas». Junto a esto debemos recordar que el art. 133.2 de la Constitución habla de la posibilidad de las corporaciones locales de establecer y exigir tributos. Entonces ¿cómo debemos interpretar el poder de establecer tributos de estas si no poseen potestad legislativa? Las corporaciones locales deberán partir de las leyes estatales y, en base a estas, deberán exigir los tributos que en las mismas se presenten como de establecimiento obligatorio y podrán optar o no por establecer a través de sus ordenanzas -que son manifestación de potestad reglamentaria- los tributos que en aquellas se presenten como de establecimiento facultativo. Con respecto a unos y otros, las corporaciones locales, en uso de su potestad reglamentaria, podrán desarrollar los aspectos de sus tributos que las leyes estatales, previa delimitación de sus elementos esenciales, dejan a la competencia de aquellas, respetando los límites del principio de legalidad y de la reserva de ley en materia tributaria.

La intervención de distintos entes públicos en la vida tributaria dentro de nuestro ordenamiento jurídico se presenta en la base de problemas de doble imposición interna, debido a la incidencia sobre una misma manifestación de riqueza de tributos de los mencionados entes públicos diferentes. Esto no quita que exista también la doble imposición ocasionada por varios impuestos de un mismo ente público.

Aun admitiendo la existencia de una esencial coordinación entre los distintos niveles impositivos internos, no por ello desaparecen los casos de doble imposición interna en nuestro ordenamiento jurídico. Las manifestaciones de capacidad económica son limitadas y si se quiere dotar de impuestos a los distintos niveles de entes con autonomía financiera, necesariamente nos encontraremos con el fenómeno de la doble imposición interna, dado que los posibles objetos de gravamen -y sobre todo en su contemplación más general- se ven sometidos a los impuestos estatales. Así pues, en principio, la articulación de impuestos de los que sean titulares entes inferiores al Estado, conllevará, en general, la doble imposición sobre los objetos imponibles ya gravados por este último  (15) .

Otra cosa será ver las medidas que se pueden utilizar para amortiguar la doble imposición entre los distintos niveles impositivos, o sea, entre los impuestos del Estado y los de los otros entes públicos. Y en este sentido se podrían dar diversas opciones. Desde luego, si se opta por no dotar a los entes inferiores al Estado de un impuesto que podría entrar en colisión con uno estatal, se evitaría esa doble imposición; el Estado debería, en tal caso, compensar al ente menor con transferencias o subvenciones con cargo a fondos del Presupuesto estatal, para suplir las necesidades financieras que la falta de ese impuesto ocasionaría al ente menor. Por otra parte, si es la ley estatal la que, dando plasmación a un esquema básico previsto en la Constitución, debe regular el establecimiento de los impuestos de los entes menores, o las directrices conforme a las cuales estos deban estructurarse, esa misma ley estatal podría prohibir al ente menor el establecer el impuesto, si es ese un ente menor que en principio puede establecer tributos  (16) ; o bien, si fuese la propia ley estatal la que estableciera el impuesto del ente menor, esa ley estatal podría amortiguar la doble imposición reduciendo la presión fiscal en los impuestos en colisión. Y esto último lo podría hacer reduciendo la cuantía de la carga tributaria a través de tipos de gravamen bajos o no demasiado altos en uno o en los dos impuestos, o bien considerando a uno de los impuestos gasto deducible para calcular la base imponible del otro, o permitiendo la deducción de la cuota de uno de los impuestos en la cuota del otro.

En relación a la posibilidad de deducción de la cuota de uno de los impuestos en colisión para la determinación de la deuda tributaria por el otro, -desde una perspectiva hacendística y a la luz de los problemas del federalismo fiscal de Estados Unidos y Canadá- Due y Friedlander señalan que «un crédito total por el impuesto pagado a la unidad inferior de gobierno contra la deuda de impuesto a una superior elimina los problemas de concurrencia de varios poderes fiscales e incrementa así la capacidad de imposición de las unidades inferiores, pero no elimina de por sí la redundancia administrativa». Destacan estos autores que «de esta forma se elimina el temor de las unidades menores de aplicar el impuesto para no experimentar un receso en la actividad económica; si alguna unidad no aplica el gravamen, sus residentes no pagarán menos impuestos, dado que el gobierno central recibirá todos los ingresos. La puesta en práctica del sistema sin un aumento en las tasas impositivas del gobierno central aumenta la capacidad de imposición de las unidades inferiores comparada con la de aquel». Añaden estos autores que «si se concede el crédito nada más que por una parte del impuesto pagado en vez de por el total, la doble imposición desaparece solo en parte. En el caso de que el impuesto sea deducible como gasto para la determinación de la renta imponible y no del gravamen abonable de la unidad superior, el gobierno de esta sufraga solo una parte del costo del aumento en los impuestos de la unidad inferior»  (17) .

Ante cada supuesto se debería analizar qué método para evitar o atenuar la doble imposición interna sería el más conveniente y acorde con la realidad económica que se quiere gravar.

Todo acto de delimitación, diferenciación o división del Poder Tributario entre distintos entes conlleva necesariamente la creación de unas reglas para que los Poderes Tributarios diferenciados de esos entes no colisionen entre sí, o para que, en caso de colisionar, no se trate propiamente de una colisión, sino de una confluencia armonizada. Confluencia que, en principio, respondería a las necesidades recaudatorias de los entes titulares de los distintos Poderes Tributarios, y armonización que, principalmente, respondería a las garantías, derechos y necesidades del contribuyente, en cuanto plasmación de los principios constitucionales de justicia tributaria y de reparto justo de la carga tributaria. Sin duda alguna, es obvio también que tal armonización, armonía o integración, debe responder igualmente a intereses generales del ente, como pueda ser el fomento de la riqueza general.

Cuando los Estados, como entes soberanos  (18) , confluyen entre sí en relación a pretensiones de naturaleza tributaria, debe ser un acuerdo de los mismos el que determine los criterios de confluencia o armonización. Y esto salvo que exista una tercera instancia -piénsese en el caso de la Unión Europea, forjada bajo los esquemas de la integración y la supranacionalidad y no bajo los esquemas de las simples organizaciones internacionales de cooperación- a la que se le haya atribuido el ejercicio de competencias soberanas en este punto, y entonces sería esa tercera instancia la que podría establecer las reglas para dirimir los conflictos en materia tributaria entre entes soberanos.

Dentro de un Estado soberano contemporáneo la soberanía reside en el pueblo. Y es el pueblo el que, a través de la Constitución que el mismo aprueba, delimita los entes que pueden constituirse dentro de su territorio soberano y los poderes de los mismos. Pero el pueblo no lo delimita todo en la Constitución, sino solo lo que considera esencial. El resto lo delimita el Estado, titular de los máximos intereses generales y de solidaridad entre los distintos entes territoriales y entre sus ciudadanos. El Estado, así pues, deberá determinar la confluencia entre los poderes de los entes menores, sin desconocer o negar la esencia y existencia de los mismos. El Estado, llegado el caso, tiene que sacrificar su recaudación reconociendo las correspondientes deducciones para la determinación de la carga tributaria de sus impuestos, para garantizar la suficiencia financiera de los entes locales. Sin ese sacrificio se podría producir una superposición de impuestos que podría llegar a entenderse contraria a la justicia tributaria. Del mismo modo, tal intervención normativa del Estado no puede anular totalmente la iniciativa tributaria de las Comunidades Autónomas, aunque ello implique la correspondiente doble imposición sobre un mismo objeto de gravamen.

La doble imposición entre el IAE y los impuestos estatales sobre la renta se presenta como una confluencia entre el Poder Tributario de las corporaciones locales y el Poder Tributario del Estado. Pero, como hemos visto, las corporaciones locales no poseen capacidad legislativa. El IAE es un impuesto local de exigencia obligatoria, que fue establecido por el Estado en la Ley de Haciendas Locales, estando actualmente regulado en el TRLRHL. De esta forma, obviamente, corresponde al Estado adoptar los mecanismos necesarios para eliminar la doble imposición entre el IAE y los impuestos estatales sobre la renta y lo lógico es que tales medidas se adopten en relación a estos últimos. Algo similar se puede decir en relación a la responsabilidad por la doble imposición entre el IBI y la imposición estatal sobre la renta: pensemos especialmente, dentro de esta, en el gravamen de la imputación de rentas inmobiliarias en el IRPF y en el Impuesto sobre la Renta de No Residentes.

4.  Doble imposición sobre un solo sujeto pasivo o sobre varios

Ante el gravamen de una determinada manifestación de riqueza se puede dar una doble imposición sobre un mismo sujeto pasivo o sobre varios, ya se realice a través de una sola figura impositiva o de varias. El tráfico de la riqueza y las distintas posiciones de los sujetos tomadas en consideración por la ley tributaria en relación con las diversas manifestaciones de capacidad económica, hacen ver supuestos en los que el gravamen sobre un determinado sujeto se ve conectado con la imposición que recae sobre otro. Así se podría hablar de casos de doble imposición que afectan solo a un sujeto pasivo y de casos que afectan a varios.

Como supuesto de doble imposición en el que se ven implicados dos sujetos estaría el gravamen de los beneficios societarios a través de un impuesto a cargo de la sociedad y la tributación al mismo tiempo de los dividendos resultantes de la distribución de esos mismos beneficios mediante el impuesto que grava la renta de los socios. Por otra parte, como supuesto de doble imposición en relación a un único sujeto, podría presentarse el caso en que un bien inmueble es gravado por un impuesto real a cargo de su titular, debiendo este, además, tributar por tal bien en un impuesto general y personal.

En principio, si nos fijamos en la doble imposición entre el IAE y el Impuesto sobre Sociedades o entre el IAE y el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, la analizaríamos como un supuesto de doble imposición sobre un mismo sujeto pasivo. Pero si nos fijamos en una comunidad de bienes que tribute en el IAE, nos podríamos encontrar con una doble imposición en relación a distintos sujetos pasivos: la comunidad de bienes sería el sujeto pasivo del IAE y los comuneros serían sujetos pasivos de los impuestos sobre la renta que colisionarían con ese impuesto local; tratándose de comuneros personas físicas residentes en España la doble imposición se daría entre el IRPF y el IAE; pensemos que las rentas de la comunidad de bienes se atribuirían a sus comuneros y si estos son personas físicas residentes tributarían por las mismas en el IRPF. Así pues, en relación al IAE podrían individualizarse tanto supuestos de doble imposición en relación a un mismo sujeto pasivo, como supuestos de doble imposición en relación a distintos sujetos pasivos.

5.  Precisiones conceptuales sobre la doble imposición de los beneficios societarios

Las sociedades, una vez consideradas como entes que ponen de manifiesto en sí mismas una capacidad contributiva, ven gravados los beneficios que obtienen a través de un impuesto sobre sus rentas, el Impuesto sobre Sociedades (si son residentes en España; si no, ya sabemos que estaríamos ante el gravamen por el Impuesto sobre la Renta de No residentes, tanto para personas físicas como para entidades).

Pero las sociedades, aunque sean personas jurídicas y se delimiten como sujeto pasivo de este impuesto  (19) , siendo así responsables patrimonialmente del pago del mismo, son el resultado de una construcción jurídica que viene a resolver unas necesidades del tráfico económico, fruto de la ficción jurídica que supone su personalidad en Derecho. Por ello, en el trasfondo o base real de las sociedades nos encontramos con la figura de los partícipes o accionistas en las mismas, que encuentran en ellas el instrumento jurídico para la consecución de sus intereses y que son los destinatarios últimos de los beneficios de las sociedades.

La renta que obtiene la sociedad, después de tributar por el Impuesto sobre Sociedades, es gravada cuando pasa a los socios como dividendo, a través del IRPF cuando los socios son personas físicas y, en principio, a través del Impuesto sobre Sociedades cuando los mismos son personas jurídicas. Así pues, se produciría una doble imposición que, aunque manifestada sobre dos sujetos pasivos distintos, incide sobre un mismo objeto real de gravamen, que se va concretando y delimitando en el tiempo según que la titularidad de la manifestación de riqueza sobre la que aquel se plasma esté aún en la sociedad o haya ya pasado a sus socios. Se trata de la misma renta real, vista desde la perspectiva de las distintas titularidades con las que según el Derecho se corresponde.

Piénsese incluso en aquellos supuestos en los que nos encontramos con sociedades de un solo socio. A la sociedad se le considera como sujeto con capacidad contributiva a efectos del ordenamiento tributario y así se le hace tributar por el Impuesto sobre Sociedades y aquella parte que pasa de la sociedad al patrimonio personal del socio como dividendo se le hace tributar en el impuesto personal que grava la renta de este. Las ganancias de una sociedad, cuyo capital pertenezca a un solo socio, que es el único que puede influir en la vida de la misma, producen la tributación por dos impuestos. Es algo que choca con cualquier visión sistemática del Derecho y del sistema tributario. De todas formas, también resalta como artificioso el instituto jurídico de la sociedad unipersonal o de un solo socio, hoy reconocida por nuestro ordenamiento jurídico.

Si nos fijamos bien en este fenómeno, en el fondo, es simplemente esa limitación en la responsabilidad patrimonial por la actividad empresarial afrontada bajo la forma de sociedad de un solo socio, la que provoca ese desdoblamiento del tratamiento tributario de las ganancias a través de dos impuestos sobre la renta. Parece difícil hacerse a la idea de que el simple hecho de que, al dotar de forma societaria, con una sociedad de un solo socio, a una actividad económica (que en realidad, es solo este el que la pone en marcha y dirige), se limite el riesgo patrimonial de tal actividad (al no afectar al patrimonio personal del socio las deudas de la sociedad) pueda servir para reconocer una capacidad contributiva independiente en la sociedad de un solo socio, que sirva para estructurar en este caso la doble imposición interna de los correspondientes dividendos. Pero, de todas formas, no encontramos en nuestro Ordenamiento ninguna otra pista jurídica esencial en relación a la posible justificación de tal construcción.

El sistema fiscal debería comportarse de forma neutral, de manera que no condicionase las elecciones de los operadores económicos. Debería tenderse a una neutralidad de los impuestos, en el sentido de que estos no condicionen la organización de las empresas. Para ello será necesario, entre otras cosas, que el legislador fiscal adopte mecanismos que tiendan a eliminar la doble imposición de los dividendos societarios o sus efectos, de forma que no sea este el motivo que haga a un empresario optar por la forma individual o la forma societaria para su empresa  (20) .

Para amortiguar los efectos económicos de la doble imposición interna de dividendos los ordenamientos tributarios han establecido mecanismos que han ido desde deducciones en favor del accionista perceptor de los mismos, hasta exenciones aunque limitadas en su importe, sin perjuicio de la toma en consideración de este fenómeno al concretar los tipos de gravamen del impuesto que grava la renta de las personas jurídicas.

Partiendo de un concepto de doble imposición reducido a las notas de que para la misma es necesario «la presencia de dos poderes tributarios diferenciados e independientes que gravan un mismo objeto imponible», que «ambos impuestos recaigan sobre un mismo sujeto pasivo» y que «los dos impuestos recaigan sobre un mismo presupuesto de hecho o, al menos, sobre idéntico objeto imponible», Ruiz García señala que «el gravamen de los beneficios sociales por el Impuesto sobre sociedades y el posterior gravamen de los dividendos por el Impuesto general sobre la renta no constituye un supuesto de doble imposición en sentido técnico-jurídico; por ello, la expresión "doble imposición de dividendos" no debe interpretarse en su sentido técnico-jurídico, sino en su acepción usual, como fórmula convencionalmente admitida para describir el fenómeno objeto de estudio». Añade este autor que «ello no significa negar todo vínculo de conexión entre ambos objetos imponibles; por el contrario, el gravamen sucesivo del beneficio social y del dividendo del accionista implica un mayor gravamen de esta modalidad de renta -ya se califique este mayor gravamen como doble imposición económica o como doble gravamen- que puede implicar un trato discriminatorio tanto respecto de los restantes rendimientos del capital mobiliario como de las rentas de otra naturaleza; por ello el legislador debe tomar en cuenta este fenómeno, bien sea para disponer su mantenimiento en los propios términos o para arbitrar medidas enderezadas a paliarlo o evitarlo en su integridad»  (21) .

Frente a la opinión de este autor, sin embargo, nosotros no tenemos, como ya se ha podido apreciar, ningún inconveniente en llamar al fenómeno objeto de estudio, «doble imposición» de dividendos. Entre otras cosas, porque encontramos en nuestro ordenamiento jurídico referencias al mismo con esas mismas palabras «doble imposición». Pensemos, por ejemplo, en la rúbrica del art. 30 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo; dicho artículo lleva por rúbrica «Deducción para evitar la doble imposición interna: dividendos y plusvalías de fuente interna».

Siendo una denominación legal, fuertes razones (y si puede ser, con alguna repercusión práctica) deberíamos tener para atacarla y prescindir de ella. Pero es que además, a nuestro entender, existen razones técnico-jurídicas que permiten mantener esa denominación. Ninguna duda cabe de que, en el supuesto que ahora nos ocupa, se puede individualizar una misma realidad económica que pasa de un sujeto a otro: una parte de la ganancia que obtiene la sociedad y que esta incluye en su base imponible del Impuesto sobre Sociedades es la misma que luego pasa al socio y este incluye en su base imponible del IRPF si es persona física o del Impuesto sobre Sociedades, si es persona jurídica. La contemplación de esa misma realidad económica, o sea, esa misma renta o ganancia, por el Derecho tributario, con los correspondientes mecanismos [actualmente de exención limitada en su importe en el IRPF  (22)  -antiguamente deducción-], supone también el reconocimiento jurídico de que estamos ante una misma renta que afecta a dos sujetos. O sea, nos encontramos con la identidad jurídica de una renta que afecta a dos sujetos. Y sobre esa renta se configuran dos hechos «imponibles» (cuyo elemento subjetivo es distinto). Sobre un mismo objeto de gravamen -renta- inciden dos hechos «imponibles»: el del impuesto que grava las ganancias del socio y el del que grava las de la sociedad. Ante dos hechos «imponibles», de dos «impuestos», sobre un mismo objeto de gravamen, objeto impositivo u objeto del tributo, como queramos llamarlo, no vemos inconveniente para llamar al fenómeno doble «imposición», sin vernos así limitados y sí apoyados por razones técnico-jurídicas.

Y, de otro lado, no solo en este caso de los dividendos societarios, en el que juegan solo dos impuestos, sino también, y con mayor fundamento, en otros en los que incidan, incluso, más de dos impuestos, cada uno con su hecho imponible, sobre un mismo objeto de gravamen o manifestación de riqueza, se puede hablar de «plurimposición», en cuanto pluralidad de impuestos y de hechos imponibles que intervienen en el problema.

Ahora bien, lo que no consideramos correcto es que se utilice este fenómeno de la doble imposición de dividendos para introducir el concepto de doble imposición económica (la de los dividendos), frente a la doble imposición jurídica, por ejemplo, la internacional.

Toda doble imposición es jurídica porque está ocasionada por una causa jurídica, las leyes tributarias. Está ocasionada por varios impuestos, creados por leyes impositivas y la solución al problema debería venir dada también por tal tipo de leyes. Por ello, no consideramos adecuado contraponer en materia de doble imposición los calificativos de jurídica y de económica, pues toda doble imposición trae causa del Derecho.
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